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practicados antes y con independencia de las operaciones de regulariza­
ción. Por otra parte, no hay constancia -sino lodo lo contrario- de que
en la Sentencia aquí recurrida el Tribunal Supremo haya seguido un
criterio distinto al aplicado por la misma Sala en supuestos análogos.
pues, según quedó dICho en nuestro anterior fundamento, la Sentencia
Impugnada se inscribe en una linea jurisprudencial constante y consali·
dada.

Huelga advertir. además, que los Jueces y Tribunales tienen el deber
inexcusable de resolver los asuntos que conozcan «ateniéndose al
sistema de fuentes establecido» (art. 1.7 del Código Civil) del que forma
parte indudable, en el taso que nos ocupa, la Ley 50/1977 y su arto 31,
con independencia de lo Que pueda disponer la Orden ministerial
invocada por la aétora; siendo, en fin, evidente que ninguna vulneración
del principio de igualdad puede estimarse producida por las diferencias
de criterio existentes entre Administración y Tribunales, pues a éstos
corresponde en definitiva la interpretación y aplicación de la Ley en el
ejercicio de su potestad jurisdiccional, y la interpretación efectuada en

'el ejercicio de tal potestad ha de prevalecer necesariamente sobre la de
la .Administración, en contra de lo erróneamente pretendido por la
Entidad actora.

Sala Primera. Sentencia 112/1991. de 20 de mayo. Recurso
de llmparo electoral 98911991. «Los Verdes de AndalUCÍa»
contra Senleru:ia del Tribunal Superior de Justicia de
Andaluefa. .

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García·Món y
González·Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús ~uina
Villa, don Luis López.Guerra y don Vicente Gimeno Sendra,. MagIstra.
dos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo electoral núm. 989/1991~ interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don José Alberto Azpeitia Sánchez, en
fiumbre y representación de la candidatura electoral «Los Verdes de
Andalucía», asistida del Letrado don Rafael M. Gómez, contra la
Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucia de 7 de mayo de 1991. Ha compare.
cido el Ministerio Fiscal, y ha sido Ponente el Magistrado don Fernando
García·Món y González·Regueral, quien expresaba el' parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Don Pedro José Collado Gómez, como representante provincial
en Granada de «Los Verdes de Andalucía», por escrito presentado en el
Juzgado de Guardia de Granada el 10 de mayo de 1991, y remitido por
correo ordinario con entrada en este Tribunal el siguiente día 16.
interpuso recurso de amparo frente a la Sentencia de la Sala de lo
Contencioso-Administtativo del Tribunal Superior de Justicia de Anda·
luCÍa de 7 de mayo de 1991 que confirma el Acuerdo de la Junta
Electoral de Motril relativo a la proclamación de la candidatura actora
para concurrir a las próximas elecciones municipales de 26 de mayo en
la citada localidad de Motril.

2. _Puesto de manifiesto el defecto de falta de representación, y
concedido un plazo de un día para su subsanación, el Procurador de los
Tribunales don JoSé Alberto Azpeitia Sánchez, por escrito de 17 de
mayo de 1991, se persona ante este Tribunal en nombre y representación
de «Los Verdes de Andalucia».

3. La demanda de amparo se funda en los siguientes hechos. El 22
de abril de 1991 se presentó ante la Junta Electoral de Zona de Motril
la candidatura de «los Verdes de Andalucía» para concurrir a las
elecciones locales en ese municipio, candidatura integrada por 21
candidatos y tres suplentes. El 28 de abril se remitió comunkación de
la Junta Electoral de Zona en la que se exigía la sustitución del candidato
que figuraba el número uno de la lista. don Edward Emerentia. Franz
Vandoorne. La rectificación se produjo eliminando a la citada persona
de la candidatura y haciendo correr toda la lista para ocupar el espacio
que quedaba libre. Proclamadas las candidaturas el día 29 de abril, se
interpuso recurso rontencioso-electoral ante la Sala de lo Contencioso­
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía contra el
acuerdo correspondiente. Tras los oportunos trámites procesales, la
citada Sala dictó la Sentencia ahora recurrida en amparo, de 7 de mayo
de 1991.

4. A juicio del demandante de amparo, se han violado 105 arts. 13
y 23.2 de la Constitución. El primero de los p~ptos citados, en su

FALLO

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha dedicido

Denegar el amparo solicitado por la Entidad «Antonio eomadran,
Sociedad Anónima».

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a veinte de mayo de mil novecientos noventa y
uno.-Francisco Rubio Uorentc.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel Rodrí­
guez~Piñero y Brav(}oFerrer.-José luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón López.-Firmados y
rubricados.

apartado 1.0, dispone que <dos extranjeros gozarán en España de las
libertades· públicas que garantiza el Titulo 1 en los términos que
establezcan los tratados y las leyes». El apartado 2.° del mismo precepto
concreta la anterior formulación general en relación con el derecho de
participación política. Por su parte. el arto 176.1 de la Ley Orgánica de
Régimen Electoral General (en adelante LOREG), dispone
que «.... gozan del derecho de sufragio activo en las elecciones munici­
pales los residentes extranjeros en España cuyos respectivos paises
permitan el voto a los españoles en dichas elecciones. en 105 términos
de un tratado o en el marco de la normativa comunitaria».

Dentro de esa normativa hay que considerar que se encuentra· el
Tratado de Adhesión del Reino de España a las Comunidades Europeas
en el que se reconoce la libre circulación y establecimiento, y el «acceso
en condiciones de igualdad a todos los ciudadanos comunItarios sean
naturales o se establezcan en el Estado que 'sea», Transitoriamente ello
no se aplica en España y Portugal, salvo por lo que respecta a los
nacionales de los demás Estados miembros que estuvieran regularmente
instalados en España en la fecha de la firma del Aeta de Adhesión
(art 57.1 del Acta de Adhesión). ..

Por otra parte, la legislación comunitaria tiene ya regulada esta
materia en la Directiva del Consejo de las Comunidades Europeas
publicada en el «Diario Oficial de las Comunidades Europeas» de 20 de
septiembre de 1988. En otros casos se ha aplicado, permitiendo, por
el'emplo, la concurrencia de personas de otras nacionalidades a las
e ecclOnes aJ Parlamento Europeo en Italia.

la legislación electoral española regula tambien la condición de
elegible: Haciendo abstracción del ya citado art. 176 de la lOREO, dicha
condición se reconoce a Quien disponp de derecho de sufragio activo y
no esté incurso en causa de ineleglbilidad. Dado que don Edward
Emerentia Franz Vandoorne no incurre en ninguna de esas causas, tenia
derecho a ser proclamado candidato.

Concluye la demanda solicitando que se dedare la legitimidad de la
proclamaCIón de la candidatura «Los Verdes de Andalucía» encabezada
por don Edward Emerentia Franz Vandoorne.

5. El Tribunal Superior de Justicia de Andalucía remitió por correo
ordinario las actuaciones correspondientes al caso, que tuvieron entrada
en este Tribunal el día 16 de mayo de 1991.

6. El Ministerio Fiscal, por escrito de 17 de mayo de 1991, formula
las alegaciones Que estima convenientes y que pueden resumirse como
sigue. Tras exponer los antecedentes del caso, indica el Fiscal que es
improcedente la invocación de los arts. 13.2 y 23 de la Constitución
segun se desprende de su propio tenor. En tanto en cuanto la previsión
de un hipotético reconocimiento del sufragio activo a extranjeros en las
condiciones previstas en el artículo 13.2 de la C.E. es una excepción a
la regla general de que «solamente los espanoles serán titulares de los
derechos reconocídos en el art. 23», resulta claro que los extranjeros no
poseen derecho de sufragio pasivo.

A mayor abundamiento. el arto 176.1 de la LOREG, el arto 5.2 de la
ley Orgánica de extranjería y el art. 18.2 de la Ley de Bases de Régimen
Local llevan a igual conclusión puesto que sólo reconocen el derecho al
vOIO, no el derecho a ser votados.

Lo expuesto h~ce innecesario entrar a examinar la regulación
comunitaria. Por un lado, la falta de previsión constitucional del
derecho invocado hace que no exista recurso de amparo propiamente
dicho. Por otro lado. según la doctrina de la Sentencia del Tribunal
Constitucional 94/1991, no compete a la jurisdicción constitucional
controlar la adecuación de la actividad de los poderes publicos al
Derecho comunitario europeo.

Concluye el Fiscal solicitando que se desestime el recurso de amparo.
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11. Fundamentos jurídicos

J. Antes de entrar en el fondo del asunto, conyiene recordar que,
lal y como reiteradamente ha señalado este TribunaL cuando en los
recursos de amparo electorales se impugna la proclamación de una
determinada candidatura, es el correspondiente Acuerdo de la Junta
Electoral competente el objeto del recurso; la Semencia dictada en el
recurso contencioso-clectoral viene a satisfacer la necesidad de agotar la
da judicial previa. y solamente es impugnable en la medida en Que
confirme el acto de la Junta Electoral presuntamente lesivo de derechos.
Ello no excluye. claro está, la posibilidad de impugnación dJrecta de ia
Sentencia si ésta vulnera autonomamente un derecho fundamental. pero
se trata de una hipótesis distinta y que no se corresponde con lo
planteado en el presente caso, en el que la violación se imputa al acuerdo
de proclamación de candidaturas.

2. Centrado así el objeto de la demanda, procede entrar en el fondo
del asunto. Sustancialmente la cuestión planteada se limita a determinar
si la persona que originariamente encabezaba la lista de la candidatura
actora es o no elegible dada su nacionalidad belga. La respuesta que hay
que dar es claramente negativa.

Por una parte. tal y como la demanda senala. el arto 13.1 de la
Constitución se remite a los Tratados y a la Ley para determinar el
régimen de disfrute de los derechos fundamentales por parte de
extranjeros. La propia Constitución. en el apartado 2.0 de ese mismo
precepto, deja abierta la posibilidad a la participación de los extranjeros
en las elecciones municipales sometiéQdola a dos condiciones: Al
r&gimen jurídico que establezcan los Tratados o la Ley y a la ex.istencia
de reciprocidad. Ahora bien, ese posible ejercicio del derecho se limita
3J sufragio activo, no al derecho de sufragio pasivo. que es el que se
discute ahora. Esa exclusión constitucional bastaría, tal como señala el
Ministerio Fiscal, para denegar el presente amparo. Sin embargo, y a
mayor abundamiento, debe señalarse 10 siguiente.

a) La previsión del arto 176 de la LOREG, en cuanto desarrollo del
art. 13 de la Constitución, se refiere tambien de forma exclusiva al
sufragio activo, no al derecho de sufragio pasivo.

b) Aunque se entendiera que 10 establecido en el arto 176 de la
LOREG es ~a?1bién apliCable al derecho de sufragio pasivo, no lo sería
en los comICIOS del 26 de mayo de 1991, según se desprende de la
Disposición transitoria tercera de la Ley Orgánica 8/1991, de reforma de
la LOREG, esta disposición, en efecto. establece que «lo previsto para
los ciudadanos extranjeros residentes en España en el arto 176.1 de la Ley
Orgánica 5/1985, segun la redacción dada por la presente Ley Orgánica,
solamente será de aplicación a partir de las primeras elecciones
municipales convocadas con posterioridad a 1991».

Sala Primera. Sentencia 113/1991, de 20 de mayo. Recurso
de amparo electoral 990/1991, «Verdes de Andalucía»
contra Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomas y Valiente, Presidente; don Fernando Garcia-Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesus Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, Magistra­
dos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo electonil núm. 990/1991. interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don José Alberto Azpeitia Sanchez, en
nombre y presentación de «Los Verdes de Andalucia)), asistido del
Letrado don Rafael Gómez Otero, contra Acuerdo de la Junta Electoral
de Zona de Granada. así como contra la Sentencia de la Sala de lo
Contcncioso~Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Anda­
lucía de 7 de mayo de 1991. Ha sido parte el Ministerio Fiscal y Ponente
el Magistrado don Carlos de la Vega Beoayas, quien expresaba el parecer
de la Sala.

L Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de Guardia el 10 de
mayo de- 1991 y que, remitido por correo ordinario. tuvo su entrada en.
este Tribunal el 16 de mayo, compareció. don Pedro José Collado
Gómez, representante electoral del partido politico «Los Verdes de
Andalucia», diciendo interponer recurso de amparo contra la Sentencia
núm, 802. de 7 de mayo de 1991, de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, desesti·

e) Por lo que respecta a la invocación del Derecho Comunitario
para fundamentar la demanda, dicho ordenamiento carece de toda
virtualidad en el presente caso. En efecto, y dejando al margen el
problema teórico de la articulad6n entre Constitución y ordenamiento
europeo en materia de derechos fundamentales, no existe norma jurídica
alguna dictada por la Comunidad Europea que regule el derecho de
sufra[,io ni activo ni pasivo de los ciudadanos comunitarios. Con
independencia de cuál fuera el valor y alcance interno de una hipotética
nanTIa europea al respecto, lo que se invoca no es una «directiva)), sino
uria «propuesta de directiva» elevada por la Comisión de las Comunida­
des al Consejo, y que no ha sido, de momento, aprobada. Por otro lado,
la aportación de ejemplos de participación en listas electorales italianas
a las elecciones para el Parlamento europeo tampoco introducen nuevos
datos con virtualidad jurídica. Ese hecho se ha producido por la
regulación nacional de la Republica italiana para ese tipo de comicios.
y, en consecuencia. no es aplicable a elecciones municipales en España

Por último, no pueden invocarse de forma generica los principios
comunitarios de libertad de circulación y establecimiento en cualquier
lugar del territorio de los Estados mIembros. ya que la falta de
reconocimiento del derecho de sufragio pasivo en las elecciones locales
en nada limita de forma directa esas libertades. Otra cosa es que la
Comunidad y los Estados miembros puedan adoptar en el futuro
medidas que, favoreciendo la participación política de todos los ciuda­
danos comunitarios, coadyuven a la plena vigencia de las libertades
citadas y de otros objetivos comunitarios.

En conclusión, la legislación aplicable en la aetualídad a las eleccio~

nes municipales no permite que se presenten candidatos de nacionalidad
no española a esas elecciones.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por la candidatura «Los
Verdes de Andalucía».

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a veinte de mayo deinil nove{'if'ntos noventa y
uno.-Francisco Tomas y Valicntc.-Femando Gan;ía-Mont y Gonzá­
lez-Rcgueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Jesus 1.eguina Villa-Luis
López Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmado y rubricado.

matoria del recurso núm. 606/91, deducido frente al Acuerdo de la Junta
Electoral de Zona de Granada.

Los hechos que aquí resultan de mayor interés son los que a
continuación se consignan:

A) Habiéndose publicado en el «Boletín Oficial de la Provincia de
Granada», correspondiente al 24 de abril de 1991, la candidatura de la
coalición «Los Verdes Lista Ecol~ista-Humanista»a las elecciones del
Ayuntamiento de Granada, la entldad actora se dirigió el siguiente día
20 a la Junta Electoral de Zona en solicitud de que no fuera proclamada
la citada candidatura. Ello porque, en primer lugar, la denominación de
dicha candidatura inducía a confusión al incluirse el término «Los
Verdes)), que, según sentencia judicial firme, era de uso con derecho
preferente de la organización política «Los Verdes», de la que es parte
como federación andaluza «Los Verdes de Andalucía». Consiguiente­
mente, la aceptación de la repetida candidatura «alentarla contra el
derecho a la participación electoraren términos de no confU!~ión con
partidos constituidos legalmente y de los ciudadanos a la participación
política a través de los partidos sin inducirles a confusión de acuerdo a
la Ley 21/1976 y a los ans. 6 y 22 de la Constitución Española».

En segundo lugar, aducia la aetora el incumplimiento de los arts. 43
y 186 de la Ley Electoral. pues el representante de la coalición
mencionada no habia sido nombrado dentro del plazo fijado. habiendo
de entenderse, pues. la no posibilidad de actuación ante la Junta
Electoral de Zona y, por tanto, la no admisibilidad de candidaturas y de
ésta en particular.

En tercer lugar. resultaba que la lista de la coalición únicamente
incluía 12 candidaturas. (cuando el Ayuntamiento de Granada com­
prende 27 Concejales), de modo que no se ajustaba a lo dispuesto en el
arto 46.3 de la Ley Electoral, debiendo entenderse como no procJamable
y decaída. Dado lo dispuesto en el arto 48.1 de la Ley Electoral y que la
adición de nuevos candidatos. -y más aún en una cantidad tan
considcrabl~- no puede entenderse como parte del trámite de subsana~
ción. sino como inclusión «(ex novo.» de los mismos. al no ser por
renuncia ni fallecimiento de ninguno. «la aceptación posterior de
,nclusión de candidatos con posterioridad al vigésimo día no podría sino
verse como un fraude de ley y una violación del derecho... de igualdad


